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			 Introducción

			El 17 de agosto de 1987, en la fortaleza de Spandau en Berlín Oriental, custodiada aquel día por los estadounidenses, se suicidó Rudolf Walter Richard Hess de 93 años. El cuerpo fue entregado a su familia. No lo incineraron, como a todos los demás acusados condenados a muerte y cuyas cenizas fueron dispersadas. La fortaleza, que ya solo albergaba a un prisionero, fue destruida. El último de los inculpados desapareció cuarenta años después del gran juicio de Núremberg, un acontecimiento primordial en la historia del siglo xx. Por primera vez —y última, hasta la acusación de Slobodan Milošević en 1999—, los más altos responsables de un Estado fueron llevados ante un tribunal de justicia internacional y juzgados. Por consiguiente, el juicio entró en la Historia como un suceso aparte y único que suscitó de inmediato una abundante bibliografía, más estadounidense que francesa. Primero entre los juristas, que cuestionaron su legitimidad y no cesaron de debatir sus posibles consecuencias: Núremberg fue el origen de un nuevo derecho internacional. Después, entre los historiadores, quienes se dedicaron a exponer sus premisas, a describir a sus actores y a analizar su desarrollo.

			En ese marco se inscribe nuestra obra, que quiere proponer a los lectores una síntesis de ese juicio. En primer lugar, ¿cómo nació la idea misma de celebrar ese proceso? ¿Cómo se elaboró el estatuto del tribunal, cómo se redactaron los cargos y se eligieron a los acusados? ¿Cómo se desarrolló el juicio y qué aspectos de la historia del Tercer Reich y de la Segunda Guerra Mundial puso en evidencia? Y finalmente, ¿qué posteridad tuvo el proceso?

		

	
		
			 1

			 De camino al juicio

			A diferencia de la Primera Guerra Mundial, el fin de la segunda estuvo marcado por una explosión de juicios por crímenes de guerra o colaboración con el enemigo debido a que, en todos los países europeos ocupados por los nazis, la violencia fue extrema y, desde la invasión de Polonia en septiembre de 1939, se dirigió sobre todo contra la población civil.

			Muy rápido, las noticias fragmentadas y casi siempre inverificables sobre esos actos criminales llegaron a oídos aliados por medio de agentes clandestinos o de viajeros de países neutrales. Primero llegaron a Londres, donde fueron escuchadas por los polacos reunidos en torno a Władysław Sikorski, quien había sido designado primer ministro del Gobierno en el exilio, con sede en París, por el presidente de la República de Polonia, Raczkiewicz, el 30 de septiembre de 1939, después de que el país fuera invadido y anexionado al mismo tiempo por Alemania y la Unión Soviética. 

			Tras la debacle francesa, Sikorski llegó a Londres y presidió el destino de una Polonia borrada del mapa hasta su muerte, el 4 de julio de 1943, en un accidente aéreo sobre Gibraltar que aún no ha sido esclarecido. A finales de 1941, el Gobierno polaco estaba lejos de ser el único exiliado en Londres. En ese momento, en la capital británica, había ocho Gobiernos de países ocupados por los nazis que estaban atentos a los crímenes cometidos contra sus ciudadanos.

			Las noticias no solo llegaban a Londres. Estados Unidos mantuvo embajadas en varios países del Viejo Continente hasta su entrada en la guerra en diciembre de 1941. Así, la embajada ubicada en Berlín avisó al Gobierno estadounidense de la deportación de judíos alemanes a Polonia y, entre 1940 y1941, llegaron informes a Estados Unidos sobre las redadas y los trabajos forzados en las granjas y fábricas alemanas. Ciertos nombres se volvieron familiares para la opinión pública de los países no ocupados: Hermann Göring, Rudolf Hess, Heinrich Himmler, Joseph Goebbels, Julius Streicher y Albert Speer.

			El 13 de enero de 1942, los representantes de ocho Gobiernos en el exilio y del Comité de la Francia Libre se reunieron en el Palacio de St. James en Londres para celebrar una «conferencia interaliada para el castigo de los crímenes de guerra». Exigían «que la guerra tenga por objetivo principal, entre otros, castigar a los culpables de estos crímenes contra la humanidad, sea cual fuere el nivel de responsabilidad de los autores». Afirmaron «su voluntad de perseguir, investigar, juzgar y condenar a los criminales, sin distinción de origen, y velar por la ejecución de las sentencias en el marco de una jurisdicción internacional».1

			La idea no era nueva, pues había sido formulada desde el final de la Gran Guerra. En efecto, el artículo 227 del Tratado de Versalles estipulaba que «las potencias aliadas y asociadas acusan públicamente a Guillermo II de Hohenzollern, exemperador de Alemania, por ofensa suprema contra la moral internacional y la autoridad sagrada de los tratados». Debía constituirse un tribunal especial «para determinar la pena que estime deba ser aplicada». Sin embargo, como el Gobierno holandés se rehusó a entregar a Guillermo II, su juicio nunca se llevó a cabo. El artículo 228 del Tratado de Versalles preveía el juicio de los criminales de guerra, pero solo hubo uno en Leipzig, de mayo de 1921 a diciembre de 1922, y fue en gran parte una farsa, en él absolvieron a 888 acusados y condenaron a 13 a penas ligeras que ni siquiera purgaron. La Declaración del Palacio de St. James retomaba la idea de juzgar a los criminales emitida en el Tratado de Versalles, pero también quería asegurarse de la realización práctica del proceso. De ahí la idea de elaborar durante la guerra misma una «jurisdicción internacional» que estableciera el marco para juicios futuros. Aquel 13 de enero de 1942, en Londres, cobró forma la idea de un proceso internacional.

			Sin embargo, es más fácil hacer declaraciones públicas y proferir amenazas que organizar la represión prevista para la posguerra. Se sucedieron varias declaraciones. La del 17 de diciembre de 1942 tiene una importancia particular, pues menciona por primera vez de manera explícita la masacre de los judíos. Publicada de forma simultánea en Londres, Moscú y Washington, la declaración interaliada fue leída por Anthony Eden, secretario del Ministerio de Asuntos Exteriores, en la Cámara de los Comunes: «La atención de los Gobiernos de Bélgica, Gran Bretaña, Países Bajos, Grecia, Luxemburgo, Noruega, Polonia, los Estados Unidos de América, la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, Checoslovaquia, Yugoslavia y el Comité Francés de la Liberación Nacional ha sido atraída por múltiples noticias provenientes de distintas fuentes europeas, según las cuales la administración alemana, en los territorios que ha sometido a leyes bárbaras, no se contenta con retirarles a las personas de origen israelita los derechos humanos más elementales, sino que se prepara para ejecutar el designio muchas veces expresado por Hitler de exterminar al pueblo judío en Europa. Los judíos están siendo concentrados en condiciones inhumanas en Europa Central, en particular en Polonia, que los nazis han transformado en un gigantesco matadero. Vacían sistemáticamente los guetos que ellos constituyeron, a excepción de algunos trabajadores altamente calificados que son necesarios para su industria bélica. Nunca hemos logrado obtener información sobre los deportados. Los más robustos entre ellos son lentamente socavados por el agotamiento que provocan los trabajos forzados en los campos, mientras que los más débiles mueren de hambre o son simplemente masacrados. Las víctimas de esas sanguinarias atrocidades, hombres, mujeres y niños inocentes, se cuentan por cientos de miles.

			»Los gobiernos arriba nombrados, junto con el Comité Francés de la Liberación Nacional (cfln), condenan con el rigor más extremo esa política de exterminio. Declaran que tales actos solo pueden reforzar la determinación de los pueblos libres de destruir la tiranía bárbara del régimen de Hitler. Reafirman solemnemente su voluntad de castigar a los culpables de acuerdo con sus crímenes y acelerar las medidas necesarias para llegar a ese fin».2

			«Castigar a los culpables», sin duda. Pero no hay ninguna indicación en cuanto a la naturaleza de ese castigo ni de los medios para lograrlo. El problema, más allá del principio del castigo, reafirmado sin cesar desde St. James, se mantenía intacto.

			En octubre de 1943, las cosas se aclararon en parte. Se trató, en efecto, de la creación y del establecimiento de una Comisión de Crímenes de Guerra de las Naciones Unidas en Londres. La expresión «Naciones Unidas» apareció durante la declaración de principios de la Conferencia de Washington en diciembre de 1941, donde Roosevelt y Churchill discutieron sus objetivos bélicos y designaron a las naciones asociadas en la lucha contra el nazismo. La Comisión de Crímenes de Guerra reagrupaba a 17 de ellas (Sudáfrica, Australia, Bélgica, Canadá, China, Estados Unidos, Francia, Grecia, las Indias Orientales, Luxemburgo, Nueva Zelanda, Noruega, Países Bajos, Polonia, Reino Unido, Checoslovaquia y el cfln) y celebró su primera reunión el 20 de octubre de 1943 en el Ministerio de Asuntos Exteriores, en Londres. La Unión Soviética, cuya participación estaba contemplada, se ausentó. Reclamaba siete representantes, uno por cada una de sus repúblicas donde se desarrollaba el combate (Ucrania, Bielorrusia, las tres repúblicas bálticas, la República Carelo-Finesa y Rusia misma). Entre las Naciones Unidas había ocho Gobiernos en el exilio y el cfln, lo que ya constituía una debilidad: nada permitía afirmar que esos Gobiernos serían restaurados tras la liberación de sus respectivos países. Además, la Comisión solo disponía de medios irrisorios. Se suponía que investigaría los crímenes de guerra, pero no contaba con el equipo necesario para ello y los recursos de los Gobiernos que la mantenían eran magros; en un último análisis, solo le restaba una posibilidad: registrar los casos de criminales de guerra que le transmitían los distintos Gobiernos.

			En marzo de 1944, sir Cecil Hurst, el británico que asumió la presidencia de la Comisión, confesó que apenas un puñado de casos podía considerarse razonablemente como atrocidades.3 La Comisión no había recibido ninguna prueba que demostrara las masacres de judíos en Polonia. Quince meses después, durante la preparación de los juicios de Núremberg, la Comisión constató que esas pruebas existían, que estaban en manos del Gobierno británico y que este no se las había transmitido.

			Entonces, la Comisión dirigió su atención a cuestiones jurídicas. ¿Acaso la guerra de agresión es un crimen, según el derecho internacional? ¿Los crímenes de un Gobierno contra sus propios ciudadanos pueden considerarse crímenes contra la humanidad bajo jurisdicción internacional?

			No se trataba de preguntas nuevas; ya habían sido planteadas tras la Gran Guerra y las respuestas no eran más claras que en aquel entonces. Esa reflexión previa alimentó a la de los juristas que prepararon los juicios de Núremberg. De hecho, la Comisión se mantuvo en fase preparatoria hasta la primavera de 1945, planteando preguntas de principio y reflexionando sobre las reglas de procedimiento. Es decir que cuando se abrió la negociación que culminó con la famosa Carta de Londres que fijó el Estatuto del Tribunal Internacional de Núremberg, la Comisión apenas estaba en los prolegómenos, y su trabajo se realizó en paralelo al de los representantes de Francia, Reino Unido, la Unión Soviética y Estados Unidos que preparaban el proceso de los «grandes» criminales en la misma ciudad, Londres. En realidad, los resultados de la Comisión fueron magros, y la única contribución importante de los Gobiernos en el exilio, cuyas poblaciones fueron las que más sufrieron, fue la Declaración de St. James.

			El 30 de octubre de 1943, al mismo tiempo en que se creaba oficialmente la Comisión de Crímenes de Guerra, se redactó una declaración que pasaría a la historia como la Declaración de Moscú. En efecto, durante la reunión en Moscú de los ministros de Asuntos Exteriores —el estadounidense Cordell Hull, el británico Anthony Eden y el soviético Mólotov—, se redactó una declaración que Roosevelt, Stalin y Churchill hicieron propia. En ella, los aliados evocaron dos tipos de criminales: los que cometieron sus crímenes en un solo lugar serían «llevados a la escena de sus crímenes y juzgados por los pueblos contra los que habían atentado», mientras que los principales (major en inglés) «culpables de crímenes en distintos países deben ser castigados en virtud de una decisión común de los gobiernos aliados». Esa tipología no tomaba en cuenta la enormidad del crimen, sino su envergadura geográfica, su carácter transnacional, en principio vinculado con grandes responsabilidades. Por poner solo un ejemplo: Rudolf Höss, comandante de Auschwitz, el hombre a cargo de transformar Auschwitz-II Birkenau en la sede de la masacre de los judíos llegados de toda la Europa ocupada, debía ser entregado al lugar donde llevó a cabo su crimen, en Polonia, para ser juzgado ahí. Sin embargo, la naturaleza de la «decisión común» mencionada en la declaración —proceso, ejecución sumaria— no quedó establecida en Moscú. La Declaración de Moscú tuvo como efecto despojar a la Comisión de Crímenes de Guerra de los «principales» criminales.

			Entre el 28 de noviembre y el 2 de diciembre de 1943 se celebró la Conferencia de Teherán, donde, por primera vez en la historia de la Segunda Guerra Mundial, se encontraron Roosevelt, Stalin y Churchill. Las discusiones políticas versaron sobre tres puntos: la creación de una Organización de Naciones Unidas, las futuras fronteras de Polonia y la suerte de Alemania. Para Stalin, el final de la guerra no debía concluir con un armisticio, sino con la rendición incondicional de Alemania. Sin embargo, aunque la cuestión de los crímenes de guerra no figurara en el orden del día de la conferencia, durante una cena ocurrió una curiosa conversación. Durante un largo discurso que acompañaba a un brindis, Stalin declaró que cincuenta mil oficiales alemanes debían ser pasados por las armas. Churchill tomó sus palabras al pie de la letra y declaró que ni él ni la opinión pública británica podrían tolerar ejecuciones en masa de oficiales. Charles Bohlen, intérprete de Roosevelt y el único estadounidense rusófono presente durante esa conversación, pensó que Stalin lo decía medio en broma, que su sonrisa sardónica y el gesto que hizo con la mano eran más un deseo de burlarse de Churchill y de provocarlo que una indicación real de sus intenciones. No obstante, los testigos que narraron el intercambio de palabras se lo tomaron muy en serio, y a la cabeza Churchill, como lo narra en su Memorias. Lo que le impresionó no fue tanto la idea de una ejecución sumaria —de la que era partidario—, sino su carácter masivo y la calidad de aquellos cuya muerte deseaba Stalin: todos eran oficiales.

			En septiembre de 1944, Roosevelt y Churchill se encontraron de nuevo en Quebec. Churchill había informado al Gabinete de Guerra su intención de discutir con Roosevelt la suerte de los criminales cuyos delitos no tuvieran una ubicación geográfica precisa. La postura británica, expresada en un memorándum dirigido a lord Simon, era clara: los británicos esperaban, en primer lugar, que los principales responsables nazis se suicidaran o que su suerte fuera resuelta por el pueblo. Los que eludieran ese justo castigo, y para los cuales proponían establecer una lista, serían ejecutados en cuanto se determinara su identidad. No querían celebrar un proceso debido a que aún estaba vivo el recuerdo del fracaso de los procedimientos previstos por el Tratado de Versalles. En ese entonces, los británicos habían defendido con fervor la idea de establecer tribunales para castigar a los criminales de guerra. La negativa a entregar a Guillermo II y la farsa de Leipzig fueron una verdadera afronta que no se iban a arriesgar a sufrir de nuevo. Roosevelt aceptó la postura británica y los dos hombres de Estado acordaron comunicarle a Stalin la propuesta de Simon y sugerir un diálogo para establecer juntos una lista de nombres.

			El mes siguiente, Churchill partió a Moscú para entrevistarse con Stalin. Informó a Roosevelt el 22 de octubre de 1944 que el tío Jo se había plantado en una línea «ultrarrespetable»: no habría ejecuciones sin proceso, para demostrarle al mundo que los aliados no tenían miedo de juzgar a esos hombres. De nada sirvió que Churchill señalara las dificultades del derecho internacional: sin juicio, Stalin se negaba a declarar la pena de muerte para los responsables nazis.4

			La cuestión de las penas que sufrirían los criminales no fue abordada por Churchill sino hasta el final de la Conferencia de Yalta. Refiriéndose al último párrafo de la declaración de Moscú, «un huevo que yo mismo puse», diría después, propuso de nuevo la ejecución de los responsables nazis en cuanto se estableciera su identidad. El comunicado final de la conferencia apenas si menciona la cuestión de los grandes criminales de guerra, solo se declaró que los tres ministros de Asuntos Exteriores harían un informe tras la conferencia.

			Cuando la guerra entró a su última fase, las cosas se precipitaron. En abril de 1945, Roosevelt envió a uno de sus hombres cercanos, el juez Samuel Rosenman, a Londres para discutir la cuestión de los crímenes de guerra. De camino, este se encontró con De Gaulle, quien prefería un proceso a las ejecuciones. Sin embargo, el 12 de abril, aún no había unanimidad entre los dirigentes estadounidenses en cuanto a querer o no un juicio. Abogaron, en torno a Henry Morgenthau, su secretario del Tesoro y partidario de una desindustrialización total de Alemania y de su partición definitiva, a favor de ejecuciones rápidas de los responsables nazis. El Gabinete de Guerra británico se mantuvo en su postura inicial. Tras la muerte de Roosevelt, la decisión quedó en manos de Truman. Su postura no era ambigua: rechazaba las ejecuciones sumarias. El 3 de mayo, el Gabinete de Guerra británico capituló. Mussolini fue ejecutado; Hitler y Goebbels se suicidaron. El anhelo expresado el año anterior fue satisfecho en parte. Es verdad que aún veían «objeciones a un proceso en debida forma para los criminales de guerra más importantes cuyos crímenes carezcan de ubicación geográfica, pero si los dos grandes aliados permanecen convencidos de la necesidad de un juicio, aceptamos su postura», precisaron.5

			El presidente Truman le encargó a Robert Jackson la preparación del proceso. Este era juez de la Suprema Corte desde 1941 y fue nombrado procurador general el 2 de mayo de 1945. No estaba sometido al Departamento de Estado, sino que dependía directamente del presidente de los Estados Unidos. Puede decirse sin exageración que ese hombre marcó con su propia impronta la jurisdicción del proceso y que fue, según Edgar Faure, el «director de la representación».6 Hombre cercano a F. D. Roosevelt, demostró una gran constancia en sus ideas. Desde 1940 le había explicado al presidente estadounidense que su nación no pondría en entredicho su estatus de país neutral si ayudaba a los aliados. Ahí se reveló, precozmente, una de sus obsesiones: demostrar que Estados Unidos no había hecho nada ilegal y justificar su intervención militar probando que los alemanes habían planificado una guerra de agresión.

			Esa obsesión, compartida por otros estadounidenses, debe ser comprendida en el contexto propio de la historia de Estados Unidos, el de la fuerza y la recurrencia de la corriente aislacionista. En uno de los primeros informes que Jackson envió a Truman, le explicó el sentido que según él debía tener el juicio: «El proceso que interponemos contra los principales acusados está relacionado con el plan de dominación nazi, y no con los actos individuales de crueldad que sucedieron fuera de todo plan concertado. Nuestro proceso debe constituir un historial bien documentado de lo que fue, estamos convencidos, un plan general, concebido con la intención de incitar a cometer las agresiones y los actos de barbarie que han indignado al mundo. No debemos olvidar que en el momento en que los nazis proclamaban audazmente sus planes, estos eran tan extravagantes que el mundo se rehusó a considerarlos con seriedad».

			El 20 de junio de 1945, la numerosa y bien equipada delegación estadounidense llegó a Londres para negociar rápidamente un acuerdo que permitiera la puesta en marcha del proceso y para preparar el material documental que estaban reuniendo, sobre todo, los equipos en Washington y París. Armados con su entusiasmo, su riqueza y su equipamiento, los estadounidenses estaban convencidos de estar llevando las cosas de la manera más diligente. La mayoría eran oficiales jóvenes de reserva, aún extasiados por el gran movimiento de exaltación y las manifestaciones de confianza y gratitud que acompañaron la marcha de los ejércitos aliados en Europa. Para Truman, presidente de los Estados Unidos desde hacía apenas un mes, las cosas eran sencillas: «Tenemos el serio deber de darle una dura lección al pueblo alemán: debe cambiar de mentalidad para poder reintegrarse a la familia de naciones pacíficas y civilizadas», le escribió a la general Evangeline Booth, del Ejército de Salvación.

			La delegación estadounidense, dirigida por Jackson, comenzó a negociar solo con los británicos, cuya delegación dirigía el attorney general sir David Maxwell Fyfe, quien fue reemplazado por sir Hartley Shawcross tras la derrota de Churchill en las elecciones y la llegada al poder de los laboristas.

			En ese primer momento se abordaron dos preguntas. La primera correspondía a la cantidad de procesos: ¿un solo gran juicio o varios? La segunda: el contenido del acta de acusación. ¿El énfasis debía recaer sobre los crímenes de guerra o sobre la «conspiración» nazi para dominar Europa, como lo deseaban los estadounidenses? En efecto, ellos eran partidarios de un proceso que tuviera esa acusación como eje, con una cantidad limitada de acusados y pocas pruebas, pero decisivas.

			No obstante, los estadounidenses también deseaban acusar a cierto número de organizaciones, pues, según ellos, habían sido los principales instrumentos de la conspiración: el gabinete del Reich, el cuerpo de jefes políticos del partido, el Alto Mando de las Fuerzas Armadas Alemanas (Oberkommando der Wehrmacht, okw), las ss (Schutzstaffel, escuadrón de protección), las sa (Sturmabteilung, sección de asalto) y la Gestapo (Geheime Staatspolizei, policía secreta del Estado). Los británicos, que habrían preferido un proceso rápido, de menos de dos semanas, en realidad no se opusieron al plan estadounidense. Ya habían terminado un enorme trabajo al pasar por el tamiz las biografías de los jefes nazis que el Ministerio de Asuntos Exteriores había compilado. Les propusieron diez nombres a los estadounidenses: a la cabeza, el de Hermann Göring. Con los suicidios de Hitler, Goebbels y el de Himmler tras su arresto, era indiscutiblemente el más alto dignatario del Tercer Reich aún con vida y, además, estaba en manos de los aliados. En efecto, Göring se había entregado voluntariamente a los estadounidenses.

			El mariscal del Reich había sido uno de los primeros compañeros de Hitler. Este as de la aviación de cazabombarderos alemán durante la Gran Guerra conoció a Hitler en 1922. Fue uno de los primeros adherentes del partido nazi y se convirtió en jefe de las sa en 1923. Acompañó a Hitler durante su tentativa de golpe de Estado en 1923. Herido durante el tiroteo que puso fin a esa primera aventura, huyó de Alemania y no volvió sino hasta 1928, después de la amnistía. Tras su regreso, su papel fue fundamental en el ascenso del nazismo. En efecto, puso al servicio del partido y de su líder sus vínculos con los medios militares, las altas finanzas y la industria. A partir de 1932 fue presidente del Reichstag. Junto con Wilhelm Frick, fue el único nazi en entrar en el primer Gobierno de Hitler como ministro sin cartera y comisario del Reich en aeronáutica. Al mismo tiempo, se convirtió en ministro del Interior de Prusia y, por lo tanto, quedó a la cabeza del Land más importante. Convertido en ministro del Aire en mayo de 1933, a partir de entonces fue uno de los funcionarios con más poder. Se consagró a la aviación y pudo anunciar, desde el 10 de marzo de 1935, que Alemania estaba creando una fuerza aérea militar, que no tardó en desplegar en el conflicto español. En 1939, la Luftwaffe creada por él era la fuerza aérea más avanzada del mundo. En paralelo, Göring tuvo un papel cada vez más importante en la economía del Reich, que orientó hacia la autarquía y el rearme. En 1939, fue nombrado comisario del plan cuatrienal. Los primeros éxitos en la guerra relámpago le valieron el título de mariscal del Reich. Nombrado sucesor de Hitler por decreto el 29 de junio de 1941, su estrella se apagó a partir de sus reveses militares de 1943 y finalmente fue relevado de sus funciones por el Führer. Göring se rindió ante los estadounidenses. Por lo tanto, estaba a disposición de la justicia aliada.

			El segundo en la lista era Rudolf Hess. Estaba en manos de los británicos desde que había huido a ese país el 10 de mayo de 1941, para ofrecer por iniciativa propia, aseguraba, una paz separada al Reino Unido mientras se preparaba la invasión de la Unión Soviética. Él también había sido uno de los primeros compañeros de Hitler. Entró al partido nazi desde 1920 y participó, al igual que Göring, en el famoso intento de golpe de Estado de Múnich, orquestado en la cervecería. Encarcelado en la fortaleza de Landsberg, fue a él a quien Hitler dictó Mein Kampf. Se convirtió en su amigo íntimo, en su compañero más fiel. En abril de 1933, Hitler lo nombró su representante y su remplazo, y entró al Gobierno como ministro sin cartera. Era el segundo al mando del régimen, inmediatamente después de Göring. Pero su escapada de 1941 hizo que se dudara acerca de su equilibrio mental. Su abogado explicaría que una declaración oficial del partido nazi, proveniente del Ministerio Alemán de Propaganda, ya informaba desde el 12 de mayo de 1941 de «una enfermedad que se ha desarrollado a lo largo de los años» y de «trastorno mental», y precisaría también que la prensa inglesa había comentado que la actitud de Hess tras su aterrizaje delataba cierta «ausencia de claridad mental». Los expertos médicos que lo examinaron definieron su estado mental como «incierto» y su personalidad como «psicopática». Señalaron que uno de los expertos que lo habían tenido en observación en Inglaterra durante los últimos cuatro años había dado parte «de los síndromes de su enfermedad: imaginaba ser envenenado y vivía con otras ideas análogas. En parte a causa del fracaso de su misión, las manifestaciones anormales se multiplicaron y lo empujaron a tentativas de suicidio. Presenta, además, tendencias histéricas manifestadas por síntomas varios, en particular por una amnesia que duró de noviembre de 1943 a junio de 1944 y a la que se resistió a toda tentativa de cura».7

			A diferencia de los dos primeros, Joachim von Ribbentrop no era un nazi de la primera camada, pues apenas se uniría al partido en 1932. Representante de comercio internacional para un fabricante de champaña, deslumbró a Hitler con su conocimiento de lenguas extranjeras y sus conexiones mundanas. Embajador en Londres de 1936 a 1939, sucedió a Neurath en el Ministerio de Asuntos Exteriores en 1938 y firmó el pacto germano-soviético del 23 de agosto de 1939. Tras el colapso de Alemania, se escondió en Hamburgo, donde fue arrestado el 14 de junio por soldados británicos.

			El cuarto en la lista era Robert Ley, miembro del partido nazi desde 1932 y dirigente del Frente Alemán del Trabajo. Huyó a los Alpes bávaros y se escondió en un chalet no muy lejos de Berchtesgaden, donde los estadounidenses lo arrestaron.

			Wilhelm Keitel fue el primer militar en la lista de posibles acusados. Nombrado jefe del Oberkommando der Wehrmacht (Alto Mando de las Fuerzas Armadas Alemanas) en 1938 por Hitler, quien apreciaba su servilismo, ejerció hasta 1945 las funciones meramente teóricas de ministro de Guerra. En realidad, era el títere de Hitler, cuyas decisiones militares encubría. Signatario de la capitulación alemana el 8 de mayo de 1945, fue arrestado el 13 del mismo mes por los estadounidenses.

			Con el sexto de la lista británica, Julius Streicher, cambiamos de registro. Sin duda, al igual que Göring y Hess, formaba parte de la vieja guardia y estuvo entre los participantes del golpe de 1923. Nombrado Gauleiter (jefe del partido nazi) para Franconia en 1923, le debía su fama al periódico que fundó el mismo año, Der Stürmer, publicación que desarrolló un antisemitismo desmesurado y vulgar, donde los relatos de crímenes sexuales se mezclaban con los de homicidios rituales no menos alucinantes. Aunque ya no tuviera un papel político directo a partir del inicio de la guerra, seguía dirigiendo un periódico que inspiraba repulsión incluso en el interior de ciertos círculos nazis. Escondido en los Alpes bávaros, fue arrestado por los estadounidenses el 23 de mayo de 1945.

			Ernst Kaltenbrunner, por su parte, se había unido al partido nazi en 1932. Encargado de la policía en Austria tras el Anschluss, consolidó ahí el control de los nazis. En 1943 remplazó a Heydrich a la cabeza del rsha, el Reichssicherheitshauptamt, la Oficina Central de Seguridad del Reich. Fue capturado por los estadounidenses el 15 de mayo de 1945.

			Otra «celebridad» era Alfred Rosenberg. Al principio fue el teórico del partido nazi. En 1923, Hitler lo designó la cabeza del Völkischer Beobachter. En 1941, ese nazi de la primera camada se convirtió en ministro de los Territorios Ocupados del Este, lo que le ofreció la posibilidad de poner en práctica las teorías raciales desarrolladas en su infumable El mito del siglo XX. Los ingleses lo descubrieron en Flensburg, en el hospital de la marina donde lo estaban tratando por un simple esguince de tobillo.

			Hans Frank, otro de los primeros adherentes al partido nazi y presente durante el fallido golpe de Estado o putsch de la cervecería, fue nombrado en 1939 cabeza del Gobierno General producto del desmembramiento de Polonia, de la que se consideraba una suerte de rey. Los crímenes cometidos en ese territorio le valieron los sobrenombres de «verdugo de Polonia» y «carnicero de Cracovia». El 6 de mayo de 1945, el ejército estadounidense capturó a más de dos mil alemanes en Berchtesgaden. Uno de ellos se cortó las venas. Era Hans Frank.

			Wilhelm Frick cerraba la lista propuesta por los británicos. Ministro del Interior del Reich, se convirtió en protector de Bohemia-Moravia en 1943, cuando Himmler le arrebató su puesto anterior.

			Esa primera lista de acusados que se encontraban en manos de los británicos o de los estadounidenses presenta una homogeneidad sólida. Todos, salvo Ribbentrop, eran compañeros desde el inicio. Todos habían asumido responsabilidades eminentes, y su culpabilidad, si bien debía ser establecida con rigor, no dejaba lugar a dudas. A excepción de Rudolph Hess, todos serían condenados a muerte y ejecutados. Los estadounidenses, por su parte, se ocuparon por establecer el sistema del proceso. Como no tenían ninguna lista que proponer, aceptaron con gusto la británica.

			Los británicos no tardaron en proponer seis nombres nuevos. En primer lugar, el de Hitler, cuya muerte no había sido confirmada aún. Después, el de Hjalmar Schacht, director del Banco Central, el hombre que había logrado enderezar la catastrófica situación monetaria de 1923. Su simpatía por Hitler le valió recobrar la presidencia del Reichsbank, a la que había renunciado en 1930 en protesta por el pago de reparaciones a los aliados estipulado por el Plan Young. Artífice de la recuperación de la economía alemana entre 1933 y 1936, más tarde se opuso a Göring, pero no por eso dejó de ser ministro sin cartera hasta 1943. Arrestado por orden de Hitler durante la represión que siguió al atentado fallido del 20 de julio de 1944, Schacht conoció varios campos de concentración. Evacuado por los alemanes hacia Dachau durante los últimos días de la guerra, y luego hacia Austria, fue arrestado por los estadounidenses.

			El tercero era Arthur Seyss-Inquart, nazi austriaco y partidario feroz del Anschluss, que preparó en Viena y que llevó a cabo siguiendo dócilmente las órdenes de Hitler. En mayo de 1940 se convirtió en comisario en los Países Bajos y en Bélgica. Formaba parte de los pasajeros de una lancha de motor interceptada por los canadienses a principios de mayo de 1945.

			El almirante Dönitz fue el comandante en jefe de la marina nazi de 1943 a 1945 y, en vísperas de su suicidio, Hitler lo nombró su sucesor a la cabeza del Tercer Reich. Los estadounidenses lo arrestaron a finales de mayo de 1945. Fue el cuarto añadido a la lista, pero sin mucha convicción. Los británicos no estaban muy seguros de la necesidad de tenerlo en el banquillo de los acusados: el almirantazgo, después de consultar su bitácora, consideraba que esta no contenía nada que lo pudiera incriminar.

			Walther Funk, sucesor anodino de Schacht a la cabeza del Reichsbank y ministro nazi de Economía, puede considerarse uno de los instigadores del saqueo económico del Reich. Fue arrestado en Berlín el 11 de mayo de 1945. Junto con el sexto, Albert Speer, ilustra el vínculo entre economía y delincuencia. Speer, el arquitecto favorito de Hitler y constructor de la gran cancillería del Reich, sucedió a Todt en el Ministerio de Armamento tras su muerte accidental el 8 de febrero de 1942. Fue arrestado por los británicos en Flensburgo-Murwick, sede del último Gobierno alemán.

			Los británicos sugirieron añadir a Baldur von Schirach, uno de los primeros adherentes al nazismo, «jefe de las Juventudes del Reich Alemán» desde 1933, encargado de la dirección totalitaria de la juventud nazi con el fin de inculcarle sus principios ideológicos. Los estadounidenses lo creyeron muerto, pero estaba escondido en un pueblo del Tirol. El 5 de junio de 1945, el comandante estadounidense recibió una carta: «Es por voluntad propia que me entrego a las autoridades aliadas. Así tendré la posibilidad de responder por mis actos ante un tribunal internacional».8 Schirach se había enterado de que los dirigentes de las Juventudes Hitlerianas serían arrestados. Él, como su jefe, no podía mantenerse escondido mientras sus subordinados corrían el riesgo de ser castigados.

			La cuestión de la lista de acusados que debían figurar en el proceso quedó interrumpida. Otras labores más urgentes esperaban a los británicos y a los estadounidenses.

			El 24 de junio llegó a Londres la delegación francesa, que se reducía de hecho al juez Robert Falco, acompañado por el profesor André Gros, quien conocía bien el tema de los crímenes de guerra por haber representado a Francia en la Comisión de Crímenes de Guerra de las Naciones Unidas. El 25 del mismo mes también se presentó la delegación soviética, encabezada por el general Nikítchenko y el profesor Trainin, autor de una obra sobre crímenes de guerra. La bella armonía que unía a británicos y estadounidenses ya no fue operante con los recién llegados. Las cosas se complicaron. Pasaron dos meses de crisis antes de que fuera posible llegar a un acuerdo entre las cuatro delegaciones y comenzar con el proceso.

			El 26 de junio, la Conferencia celebró su primera sesión. Serían 15 en total. Los soviéticos expresaron de inmediato un desacuerdo doble; en primer lugar, sobre la forma del proceso y, en segundo, sobre la naturaleza de los crímenes. Nikítchenko criticó lo que constituía el núcleo de la acusación tal como lo deseaba Jackson: la noción de crimen contra la paz y la acusación de las organizaciones. En alianza con el francés Robert Falco, deseaba que se pusiera atención en los crímenes de guerra, cuya crueldad habían sufrido tanto la Unión Soviética como Francia. Las nociones de «conspiración» y «crímenes contra la paz» indignaron a los soviéticos, pero también a los franceses. Para el profesor André Gros, los nazis no eran criminales porque hubieran desatado una guerra de agresión, sino porque la llevaron a cabo de forma criminal al violar las leyes y costumbres de la guerra y cometer un sinnúmero de atrocidades.

			Durante seis semanas, los soviéticos se atrincheraron en sus posturas. Además, exigían que el proceso se llevara a cabo en Berlín, en la zona que ellos ocupaban, algo a lo que los estadounidenses se rehusaron con vehemencia. En ausencia de estudios precisos sobre cómo los soviéticos prepararon el proceso de Núremberg, resulta imposible saber qué se esconde tras esos antagonismos: quizá solo una ausencia de directivas precisas de parte de Stalin. De hecho, la situación se desbloqueó de golpe con la Conferencia de Potsdam, durante la cual Stalin se alineó con las posturas estadounidenses.

			El 2 de agosto, tras una breve sesión, Nikítchenko aceptó la propuesta estadounidense. La conspiración formaría parte de los cargos; el proceso se llevaría a cabo en Núremberg, dentro de la zona de ocupación estadounidense. Mas hubo una concesión: la sede permanente del tribunal quedó establecida en Berlín, donde se celebraría la sesión de inauguración el 18 de octubre de 1945. Por fin pudo ser redactada y rubricada la Carta de Londres.

			El 8 de agosto de 1945, solemnemente, los líderes de las cuatro delegaciones firmaron dos breves documentos llamados respectivamente Carta de Londres del 8 de agosto de 1945 y Estatuto del Tribunal Militar Internacional, que formaba parte integral de la primera.

			«El acuerdo entre el Gobierno provisional de la República Francesa y los Gobiernos de los Estados Unidos de América, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas respecto al enjuiciamiento y castigo de los grandes criminales de guerra de las potencias europeas del Eje» comprende dos páginas y ocho artículos. Prevé el establecimiento de un Tribunal Militar Internacional para «juzgar a los criminales de guerra cuyos crímenes carezcan de una ubicación geográfica determinada, ya sean acusados individualmente, en calidad de miembros de grupos u organizaciones, o en ambos conceptos» (Art. 1). «Todos los Gobiernos de las Naciones Unidas podrán adherirse a este acuerdo enviando una notificación por vía diplomática al Gobierno del Reino Unido, el cual informará de cada adhesión a los demás Gobiernos» (Art. 5). Grecia, Dinamarca, Yugoslavia, Países Bajos, Checoslovaquia, Polonia, Bélgica, Etiopía, Australia, Honduras, Noruega, Panamá, Luxemburgo, Haití, Nueva Zelanda, India, Uruguay y Paraguay se adhirieron al acuerdo.

			El Estatuto es más largo, y comprende treinta artículos. Los cinco primeros tratan de la constitución del tribunal. El proceso penal seguido por la Corte es anglosajón. Regresaremos a esto. Todas las decisiones deben ser tomadas por mayoría de tres cuartos. El artículo 6, por mucho el más comentado, define los actos que son «crímenes sometidos a la jurisdicción del tribunal y causantes de una responsabilidad individual». La reciente focalización sobre el crimen contra la humanidad ha hecho olvidar que los primeros crímenes enumerados por el Estatuto son «los crímenes contra la paz», es decir, lo que deseaba la acusación estadounidense, y que, sin excepción alguna, todos los acusados fueron inculpados de «plan concertado o conspiración», un cargo finalmente reservado para ocho de ellos: Göring, Ribbentrop, Hess, Rosenberg, Neurath, Keitel, Jodl y Raeder. Los crímenes contra la paz, hoy en día caídos en el olvido, están definidos así:

			«[...] la dirección, preparación, desencadenamiento o continuación de una guerra de agresión o de una guerra de violación de tratados, garantías o acuerdos internacionales, o la participación en un plan concertado o en una conspiración para la consecución de cualquiera de los actos precedentes». El acta de acusación vuelve a los «crímenes contra la paz» y despliega el cargo:

			«Todos los acusados, en conjunto con otras personas, durante cierta cantidad de años anteriores al 8 de mayo de 1945, participaron en calidad de jefes, organizadores, instigadores o cómplices en la concepción o la ejecución de un plan concertado o una conspiración con el objeto de cometer crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad, tal y como están definidos en el estatuto de este tribunal [...].

			«Ese plan concertado o conspiración conllevó o causó la perpetración de crímenes contra la paz, dado que los acusados concibieron, prepararon, desataron y dirigieron guerras de agresión que fueron asimismo guerras hechas en violación de tratados, acuerdos o compromisos internacionales. El desarrollo y la puesta en marcha de tal plan concertado o conspiración conllevaron la perpetración de crímenes de guerra, dado que implicaron guerras sin cuartel contra los países y las poblaciones, y dado que los acusados las decidieron y dirigieron en violación de las reglas y costumbres de la guerra».

			El segundo cargo no presentaba ningún problema de definición. Los crímenes de guerra ya formaban parte del derecho internacional desde inicios de siglo. Son: «[...] las violaciones de las leyes y costumbres de la guerra. Tales violaciones comprenden, sin estar limitadas a ellos, el asesinato, el maltrato o la deportación para trabajo forzado o para algún otro fin de las poblaciones civiles en los territorios ocupados, el asesinato o maltrato de prisioneros de guerra o de personas en el mar, la ejecución de rehenes, el saqueo de bienes públicos o privados, la destrucción sin motivo de ciudades y pueblos o la devastación no justificada por exigencias militares».

			El tercer cargo, el de «crímenes contra la humanidad», fue bastante difícil de delimitar, y su definición no fue aprobada sino hasta después de analizar 15 versiones preliminares. Los crímenes contra la humanidad son «[...] el asesinato, el exterminio, la reducción a la esclavitud, la deportación y todo acto inhumano cometido contra todas las poblaciones civiles, antes o durante la guerra, o bien las persecuciones por motivos políticos, raciales o religiosos, siempre que esos actos o persecuciones, hayan constituido o no una violación del derecho interno del país donde fueron perpetrados, hayan sido cometidos como consecuencia de cualquier crimen incluido en la competencia del tribunal o en relación con tal crimen».9 Esa última frase es crucial, pues constriñe la noción de crimen contra la humanidad al limitarla en el tiempo. Se trata de la manifestación de una reticencia de los anglosajones a evocar crímenes anteriores al inicio de la guerra, es decir, aquellos cometidos antes de 1939, a menos de que se hallara una relación con la conspiración, lo que podría ser el caso de los crímenes contra la humanidad cometidos durante el Anschluss o en Checoslovaquia. Aunque no se pronuncie la palabra judío, no cabe duda de que lo que constituye el «crimen contra la humanidad» es la persecución de los judíos. Sin embargo, para los aliados, la noción de judíos masacrados por el simple hecho de ser judíos planteaba dificultades insuperables. Para que cupiera en el marco jurídico del proceso, había que considerarla como «medida militar» puesta en marcha por los alemanes para lograr sus objetivos de guerra. Ese problema fue bien comprendido por el líder de la delegación británica en la Conferencia de Londres, sir David Maxwell Fyfe: «La preparación incluiría, según yo, actos como el hecho de aterrorizar y matar a su propia población judía para preparar la guerra, es decir, actos preliminares cometidos al interior del Reich con el fin de disciplinar al Estado en vista de una agresión y de una militarización. Esto sería políticamente importante para nosotros, porque el maltrato infligido a los judíos escandalizó la conciencia de nuestro pueblo y, no me cabe duda, de las demás naciones unidas; pero debíamos tomar eso en consideración en algún momento, y yo creía que quedaba cubierto por esta acta en la preparación de ese designio. Solo quería precisar que pensábamos en ello, pues fui contactado por distintas organizaciones judías y me gustaría satisfacerlas, de ser posible. Tan solo pienso en el trato general sufrido por los judíos que resultó formar parte del plan general de agresión».10

			Jackson se unió al punto de vista británico al declarar: «Existe, desde tiempos inmemoriales, un principio general según el cual, en tiempos ordinarios, los asuntos internos de otro Estado no nos incumben; en otras palabras, la manera en la que Alemania trate a sus habitantes o en la que cualquier otro país trate a los suyos, no es asunto nuestro al igual que no corresponde a los demás Estados involucrarse en nuestros problemas... En ciertos momentos, circunstancias lamentables hacen que, en nuestro propio país, las minorías sean tratadas injustamente. Estimamos que es justificable que intervengamos o intentemos castigar a individuos o a Estados, solo porque los campos de concentración y las deportaciones seguían un plan o un esfuerzo concertado por librar una guerra injusta en la cual nos vimos empujados a participar. No vemos ninguna otra base sobre la cual estaríamos justificados para juzgar las atrocidades cometidas al interior de Alemania, bajo el régimen alemán o incluso en violación del derecho alemán, por las autoridades del Estado alemán».11

			De hecho, los delegados de Londres no deseaban reconocer la destrucción del mundo judío europeo como un crimen sui generis. A fin de cuentas, ni siquiera fueron capaces de incluir los decretos judíos anteriores a la guerra en la cuenta de la agresión. Durante el juicio, la acusación no consiguió establecer ningún vínculo entre esos decretos y la «conspiración con fines bélicos» porque no existía tal.

			No obstante, si le creemos al profesor André Gros, quien, junto con Robert Falco, representó a Francia en la Conferencia de Londres, Francia habría deseado que las persecuciones fueran definidas como un crimen independiente. El Gobierno francés ya había propuesto tras la masacre de los armenios durante la Primera Guerra Mundial que, teniendo en cuenta los «crímenes de Turquía contra la humanidad», los Gobiernos aliados anunciaran públicamente que todos los miembros del Estado otomano y aquellos de sus agentes que hubieran estado implicados en las masacres fueran considerados personalmente responsables de sus actos. El profesor André Gros no creía, y tenía razón, que la acusación tendría los medios para probar que las persecuciones contra los judíos hubieran sido infligidas en vista de la agresión.

			El Estatuto contiene otros artículos importantes. Afirma en particular que «la situación oficial de los acusados, ya sea como jefes de Estado o como altos funcionarios no será considerada ni como una excusa absolutoria ni como motivo de disminución de la pena» (Art. 7) y que el hecho de que «el acusado haya actuado conforme a las instrucciones de su Gobierno o de un superior jerárquico no lo librará de su responsabilidad, pero podrá ser considerado motivo de disminución de la pena si el tribunal decide que la justicia lo exige» (Art. 8). El Estatuto precisa también que el proceso será un proceso justo y, en especial, que los acusados podrán recibir la asistencia de un abogado libremente elegido.

			Entre la publicación de la Carta y del Estatuto y la inauguración solemne del juicio, el 18 de octubre de 1945, las cuatro delegaciones se preocuparon por reunir las pruebas, redactar el acta de acusación y establecer la lista definitiva de acusados, pues una primera lista debía ser publicada a fuerza antes del 1.º de septiembre, según una decisión tomada en la Conferencia de Potsdam.

			El 23 de agosto, las cuatro delegaciones se reunieron para establecer la lista. A los 16 nombres ya propuestos añadieron cinco nuevos. En primer lugar, el de Fritz Sauckel, célebre en toda la Europa ocupada por haber ejecutado, como «plenipotenciario general para la mano de obra», el plan del Servicio del Trabajo Obligatorio. Después, el de Alfred Jodl, jefe del Estado Mayor de la Wehrmacht. Dos diplomáticos se les unieron: Franz von Papen, embajador en Viena y Ankara, y Konstantin von Neurath, nombrado protector de Bohemia-Moravia en 1938, cuando Ribbentrop lo remplazó en Asuntos Exteriores. Por último, el único «pez gordo» en manos soviéticas, el gran almirante Erich Raeder, que dirigió la marina alemana hasta su dimisión en 1943. Arrestado en los suburbios de Berlín por los soviéticos el 23 de junio de 1945 e internado en una cárcel berlinesa, fue transferido con su mujer a Moscú e internado en una dacha a una veintena de kilómetros de la capital. Por último, se añadieron a la lista Gustav Krupp —con el nombre de pila equivocado, pues Jackson tenía planeado acusar a Alfried— y un hombre cuya suerte se desconocía, Martin Bormann, quien remplazó en la cancillería del Führer a Rudolf Hess tras su escapada londinense. En total, debían publicarse 23 nombres el 28 de agosto de 1945.

			Entonces se manifestaron los soviéticos. Se sentían humillados por la elección de los acusados. Diez de los inculpados, entre ellos Göring, estaban en manos de los estadounidenses; cinco, entre ellos Ribbentrop y Hess, en la de los británicos; dos, en manos angloestadounidenses. Los franceses solo tenían a Neurath; los soviéticos, a Raeder. Por eso propusieron nuevos nombres, pero eran personajes demasiado oscuros para figurar en el banquillo de los acusados junto a los «grandes criminales». Los aliados occidentales solo cedieron con Hans Fritzsche, colaborador de Goebbels en el Ministerio de Propaganda, internado en Lubianka, en Moscú, solo para complacerlos. Ahora, podía publicarse la lista. Se hizo el 29 de agosto de 1945. Comprendía 24 nombres.

			Muy pronto fue evidente que la presencia de Gustav Krupp von Bohlen und Halbach entre los acusados era un error. No menos de 26 páginas oficiales al respecto figuran entre los «documentos oficiales del proceso», que constituyen el primero de los 42 volúmenes editados en las cuatro lenguas del juicio. En primer lugar, una petición de su abogado, Theodor Klefisch, señala que el acusado Krupp «de 75 años de edad, se encuentra desde hace mucho tiempo imposibilitado, a causa de sus graves discapacidades físicas y mentales, de aguantar un interrogatorio y de seguir debates. No se encuentra en estado de entrar en contacto con el mundo exterior, de dar explicaciones ni de recibirlas».12 En resumen, Gustav Krupp estaba senil. Sufría, según uno de los certificados médicos presentados por el abogado, de un «reblandecimiento arteriosclerótico progresivo del cerebro». Robert Jackson tomó nota de la imposibilidad de comparecer de Gustav Krupp. No obstante, no quería renunciar a ello. En su respuesta a la petición entregada a nombre de Krupp, von Bohlen escribió: «Cuatro generaciones de la familia Krupp han poseído y explotado el potente material armamentístico que fue la principal fuente de aprovisionamiento bélico de Alemania. Desde hace más de 130 años, esa familia ha sido el hogar, el símbolo y el beneficiario de las más siniestras fuerzas que han amenazado la paz de Europa [...]. Alrededor de 1937, su hijo Alfried se convirtió en el gerente de las fábricas. En 1940, Krupp von Bohlen, quien se estaba haciendo viejo, se convirtió en presidente honorario del consejo de administración, con lo que le dejó el puesto de presidente efectivo a su hijo, Alfried». Jackson señaló además que, desde 1943, Alfried era el único propietario de la empresa. Por eso, el procurador estadounidense simplemente propuso sustituir a Gustav por Alfried, que estaba en manos de los británicos, solicitud a la cual se adhirieron el 16 de noviembre de 1945 el procurador soviético, Pokrovski, y el francés, François de Menthon. La solicitud fue rechazada por los jueces. Fue una gran suerte para Alfried Krupp, quien más tarde fue juzgado únicamente por los estadounidenses durante el proceso de los industriales y condenado a 12 años de reclusión.

			A la lista de acusados se añadió otra, la de las organizaciones: el Gabinete del Reich, el Cuerpo de Jefes Políticos del Partido Nazi, las ss, la Gestapo, las sa, el Estado Mayor General y el Alto Mando de las Fuerzas Armadas Alemanas.

			Estamos tan acostumbrados a la lista de acusados del juicio que la consideramos evidente. En realidad, no lo es, y fue establecida sin una verdadera reflexión sobre la naturaleza del Estado nazi. Como hemos visto, los acusados se eligieron antes incluso de la elaboración de la Carta y el Estatuto y, sobre todo, antes de la redacción del acta de acusación. Su presencia dependió en gran parte del azar de su captura. La sobrerrepresentación del ejército (Keitel y Jodl; Raeder y Dönitz) se debe en gran medida a la insistencia estadounidense en la guerra de agresión, y explica por el contrario la subrepresentación de las ss y la Gestapo, representadas únicamente por Ernst Kaltenbrunner. La gran industria alemana, debido a la confusión entre Gustav y Alfried Krupp, no estuvo representada. Por último, para ciertos acusados —Schacht, Von Papen y Fritzsche—, se sabía de entrada que sería difícil, incluso imposible, de establecer su responsabilidad en el marco de un proceso justo.
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